
 

 

 

 

 

 



 

 

Dichos motivos de improcedencia que aduce la autoridad y que tratan 

precisamente con la competencia de esta Comisión de Transparencia, a juicio de 

ésta, son fundadas. 

 

En el caso, del escrito que el solicitante hizo, fue literalmente en los 

términos siguientes: 

 

 

 

 

 

 



Bajo esa petición, está claro que se colmaron los requisitos establecidos en 

el artículo 121 de la Ley de Amparo, al formular una petición de copias o 

documentos y no una solicitud de acceso a la información. 

Así, el recurrente solicitó al Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder 

Judicial del Estado diversos en términos del artículo 121 de la Ley de Amparo, de 

lo que está claro que su escrito no fue formulado como una solicitud de acceso a 

la información en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado.  

De acuerdo a lo previsto en el artículo 121 de la Ley de Amparo, se 

consigna la obligación a cargo de los servidores públicos de expedir las copias o 

los documentos solicitados por las partes en un juicio, sin que el legislador 

efectuara distinción alguna a qué tipo de servidores públicos se les impone esa 

obligación. 

En el caso en específico se colman las condiciones previstas en el artículo 

121 de la Ley de Amparo, toda vez que está claro que el promovente así lo hizo 

valer, es decir que su escrito no lo formuló como una solicitud de acceso a la 

información en términos de Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado. 

En la transcripción del escrito se advierte que el recurrente formuló un 

escrito en donde solicita documentación con el objeto de aportarlas en el juicio de 

amparo y, propiamente para la audiencia constitucional. 

Así,  el artículo 121 de la Ley de Amparo dispone lo siguiente: 

Artículo 121. A fin de que las partes puedan rendir sus pruebas, los servidores públicos 

tienen la obligación de expedir con toda oportunidad, las copias o documentos que 

aquellos les hubieren solicitado. Si no lo hacen, la parte interesada una vez que acredite 

haber hecho la petición, solicitará al órgano jurisdiccional que requiera a los omisos y 

difiera la audiencia, lo que se acordará siempre que la solicitud se hubiere hecho cinco días 

hábiles antes del señalado para su celebración, sin contar el de la solicitud ni el señalado 

para la propia audiencia. El órgano jurisdiccional hará el requerimiento de que se le envíen 

directamente los documentos o copias dentro de un plazo que no exceda de diez días. 

Si a pesar del requerimiento no se le envían oportunamente los documentos o copias, el 

órgano jurisdiccional, a petición de parte, podrá diferir la audiencia hasta en tanto se 

envíen; hará uso de los medios de apremio y agotados éstos, si persiste el incumplimiento 

denunciará los hechos al Ministerio Público de la Federación. 

Si se trata de actuaciones concluidas, podrán pedirse originales a instancia de cualquiera 

de las partes. 

 

 



 Por consiguiente y, en atención al sentido literal del primer enunciado de este 

dispositivo jurídico, se aprecia que podría considerarse que corre a cargo de los 

servidores 

públicos el deber de expedir oportunamente los documentos y las copias que les 

sean solicitados, y en tanto no hace distinción alguna, puede estimarse que alude 

a todos los servidores públicos y, genéricamente, a todos los documentos y copias 

que sean objeto de solicitud. 

Sin embargo, la interpretación literal de esta regla llevaría a posturas 

inadmisibles, algunas desde el punto de vista lógico, otras desde el punto de vista 

del sistema normativo del que forma parte, lo que da lugar a que el operador 

jurídico, al establecer los términos en que habrá de entenderse y aplicarse, deba 

tener presentes otras disposiciones del ordenamiento jurídico, como ocurre con los 

requisitos que condicionan la admisibilidad de éstas y el principio de máxima 

apertura en la recepción de las pruebas en términos del artículo 119 de la Ley de 

Amparo. 

Corrobora lo anterior, el hecho de que ante la pretensión de que expida 

copias de un documento una autoridad que no lo tiene a su alcance, por no 

guardar relación con su elaboración ni con su resguardo o custodia, simplemente 

no sería posible lograr el objetivo trazado. 

Es por eso que en la interpretación y la aplicación del citado artículo debe 

considerarse implícita una condición, consistente en que la solicitud se formule a 

la autoridad que esté en posibilidad jurídica de disponer del documento cuya 

presentación en el juicio de amparo se pretende, lo que no ocurre cuando se 

acude ante la Unidad de Información Pública del Poder Judicial del Estado en 

donde se solicitan documentos en términos de la legislación aplicable es decir, en 

la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 

En efecto, los artículos 2, fracción I, 3, fracciones XII y XXV, 5, 6, 7, 8, 14, 

16, fracción I, 58, 61, fracción VII, 68 76 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado que establecen:  

ARTICULO 2º. Esta Ley tiene por objeto:  

I. Garantizar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública; 

 

ARTICULO 3º. Para efectos de esta Ley se entiende por: 

[…] 

XII. Derecho de acceso a la información pública: prerrogativa de las personas para acceder 

a la información pública en posesión de los entes obligados, en los términos de esta Ley; 

[…] 

 


